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SECRETARIA DE JUZGADO. Cereté, 23 de enero de 2023. 
 

Señora Juez en la fecha doy cuenta a usted con la presente demanda 
VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL, presentada 

por el Dr., EDGAR GORGONA DE LA BARRERA, en la cual hay solicitud de 
AMPARO DE POBREZA y MEDIDAS CAUTELARES. Provea lo de ley. 

 

 
 
INGRID MILENA RUIZ LLORENTE 

Secretaria 
 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE CERETÉ 

 
Cereté, Córdoba, catorce (14) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso: VERBAL DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

Radicado No. 23-162-31-03-002-2023-00002-

00 

Demandante: CASILDO DONALDO ACOSTA 

MESTRA 

Demandados: LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA 
DE SEGUROS  

OSCAR RODRIGO ARGEL 
PATERNINA 

JOSE LUIS SAKR GALEANO  

 

ASUNTO A DECIDIR 
 

Vista la nota secretarial que antecede, se procede con el estudio de 
la admisión de la presente demanda, en los siguientes términos.  

  
Observa el juzgado que el apoderado judicial del extremo demandante, 

con arreglo en lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 590 del C.G.P., 

solicita el decreto de las siguientes medidas cautelares;  
 

 Ordenar la inscripción de la demanda en la matrícula del 
vehículo de placas QEI-190 en la Oficina de Tránsito de la 

ciudad de Montería de propiedad del demandado OSCAR 
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RODRIGO ARGEL PATERNINA, identificado con cédula de 
ciudadanía Nro. 1.003.187.303. 

 
 Decretar el embargo y retención de dineros que poseen los 

señores demandados OSCAR ARGEL PATERNINA, con C.C N° 
1.003.187.303 y JOSE LUIS SAKR GALEANO, con la cédula de 

ciudadanía N° 1.065.000.881, en cuentas de ahorro y/o 

corriente en las siguientes entidades bancarias BANCO 
AGRARIO, BANCOLOMBIA, BANCO BBVA, BANCO 

DAVIVIENDA, BANCO POPULAR, BANCO CAJA SOCIAL. 
 

 Inscripción de la presente demanda en el registro mercantil 
de la empresa compañía LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE 

SEGUROS, identificada con el NIT 860.002.400-2, 
representada legalmente   por su presidente EDGAR HERNEY 

MUÑOZ ROMERO identificado con cédula de ciudadanía No. 
94.473.309 o por quien haga sus veces, en calidad de 

empresa Propietaria el vehículo de placa QEI-190, esto con el 
fin de proteger los intereses de mis representados 

 
Lo anterior, con el fin de eximir a su poderdante de acreditar el 

agotamiento de la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad 

para la admisión de la demanda que hoy nos ocupa. Situación que 
indudablemente, le permite a la parte actora acudir directamente al Juez.   

 
En lo pertinente a las medidas cautelares deprecadas, solo se accederá a 

la inscripción de la demanda en la matrícula del vehículo de placas QEI-
190 ante la Oficina de Transito de la ciudad de Montería, el cual es de 

propiedad del demandado OSCAR RODRIGO ARGEL PATERNINA, 
identificado con cédula de ciudadanía Nro. 1.003.187.303.  

 
Respecto de las demás medidas cautelares solicitadas, para resolver, es 

pertinente traer a colación lo dicho por la H. Corte Suprema de Justicia 
respecto a la medida cautelar de inscripción de la demanda en providencia 

STC4557-2021, en los siguientes términos: 
 

“La actual reglamentación procesal civil, por la pertinencia con la 

acción planteada frente a la actuación judicial censurada, dada las 
diferencias y semejanzas entre inscripción de la demanda y medidas 

innominadas, hace necesario referir que, en el artículo 590, sobre 
la procedencia de la inscripción de la demanda en procesos 

declarativos el legislador establece: 
 

“1. Desde la presentación de la demanda, a petición del 
demandante, el juez podrá decretar las siguientes medidas 

cautelares: 
 

“a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y 
el secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio 

u otro derecho real principal, directamente o como consecuencia de 
una pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una 

universalidad de bienes. 

 
“Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a 

petición de este el juez ordenará el secuestro de los bienes objeto 
del proceso. 

 
“b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que 

sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga 
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el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil 
contractual o extracontractual. 

 
“Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a 

petición de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los 
bienes afectados con la inscripción de la demanda, y de los que se 

denuncien como de propiedad del demandado, en cantidad 

suficiente para el cumplimiento de aquella (…)” (subraya fuera de 
texto). 

 
Lo anterior evidencia que la citada medida tiene lugar, en juicios 

declarativos, cuando en éstos (i) se discute el dominio u otro 
derecho real principal “(…) directamente o como consecuencia de 

una pretensión distinta o en subsidio de otra”; (ii) se debaten 
cuestiones relativas a “una universalidad de bienes”; y (iii) se busca 

el pago de perjuicios derivados de la responsabilidad civil 
contractual o extracontractual. 

 
En torno a dicha cautela, esta Corte ha indicado que tiene el objetivo 

de advertir a los adquirentes de un bien sobre el cual recae el 
registro, que éste se halla en litigio, debiendo entonces, atenerse a 

los resultados de la sentencia que en él se profiera. Además, por su 

naturaleza, la inscripción no sustrae el terreno del comercio ni 
produce los efectos del secuestro, pero tiene la fuerza de aniquilar 

todas las anotaciones realizadas con posterioridad a su inscripción, 
que conlleven transferencias de dominio, gravámenes, y 

limitaciones a la propiedad; claro, siempre y cuando, en el asunto 
donde se profirió la misma, se dicte fallo estimatorio de la 

pretensión que implique, necesariamente, cambio, variación o 
alteración en la titularidad de un derecho real principal u otro 

accesorio sobre el bien, pues de ocurrir lo contrario, de nada 
servirían1, tales características, en palabras de la Sala, 

  
“(…) fueron las fijadas por el artículo 42 de la Ley 57 de 18872, el 

cual prescribía: “Todo Juez ante quien se presente una demanda 
civil ordinaria sobre la propiedad de un inmueble, ordenará que se 

tome razón de aquélla en el Libro de Registro de demandas civiles, 

luego que el demandado haya sido notificado de la demanda”. 
 

“Lo anterior obliga al juzgador que decide sobre la anotada cautela, 
a realizar una valoración, prima facie, de las respectivas súplicas3 a 

fin de otorgarles fumus boni iuris4, que según el numeral 1º del 
artículo 690 del Código de Procedimiento Civil, hoy previsto en los 

cánones 590 (literal a) del numeral 1°) y 591 del Código General 
del Proceso conlleva constatar una hipotética amenaza al “dominio 

u otra [prerrogativa] real principal o una universalidad de bienes”, 
o en otras palabras, suponer cuál sería la suerte jurídica del predio 

en caso de prosperar el libelo genitor (…)”5. 
 

                                           
1 CSJ. SC19903-2017 de 29 de noviembre de 2017, exp. 73268-31-03-002-2011-00145-01 
2 “Sobre adopción de Códigos y unificación de la legislación Nacional”. 
3 “[L]a cognición cautelar se limita, en todos los casos, a un juicio de probabilidades y de verosimilitud. (…) [B]asta que la existencia del 
derecho aparezca verosímil, esto es, (…) que según el cálculo de probabilidades, se pueda prever que la providencia principal declarará el 

derecho en sentido favorable a aquél que solicita la medida cautelar, por lo que el resultado de la cognición sumaria tiene valor de hipótesis” 

(CALAMANDREI, Piero, Introducción al Estudio Sistemático de las Providencias Cautelares, trad. de Santiago Sentís Melendo. Editorial 
Bibliográfica Argentina. Buenos Aires, 1945). 
4 Significa “apariencia de buen derecho”. Dicho concepto corresponde al juicio de valor realizado por el funcionario judicial facultado para 

emitir una medida cautelar, mediante el cual se formula una hipótesis que, con los medios de prueba aportados por el solicitante y los 
requisitos establecidos por ley para la concesión de la misma, permite colegir, con un grado de acierto, cuál sería el sentido de la sentencia 

que se dicte en el proceso, así como sus posibles efectos, tratando así de garantizar su cumplimiento en caso de salir airosas las pretensiones. 
5 Ibídem 
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Aunado a lo anterior, se destaca, el literal c) de la norma en cita, 
prevé otras cautelas posibles en decursos declarativos como el 

debatido. Así, señala como tales 
 

“c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la 
protección del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o 

evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, 

hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad 
de la pretensión. 

 
“Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o 

interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la 
vulneración del derecho. 

 
“Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, 

como también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la 
medida y, si lo estimare procedente, podrá decretar una menos 

gravosa o diferente de la solicitada. El juez establecerá su alcance, 
determinará su duración y podrá disponer de oficio o a petición de 

parte la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 

 

“Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con 
pretensiones pecuniarias, el demandado podrá impedir su práctica 

o solicitar su levantamiento o modificación mediante la prestación 
de una caución para garantizar el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante o la indemnización de los 
perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. No podrá prestarse 

caución cuando las medidas cautelares no estén relacionadas con 
pretensiones económicas o procuren anticipar materialmente el fallo 

(…)”. 
 

Dichas medidas, llamadas innominadas, han sido apreciadas por 
esta Sala en otras ocasiones, resaltándose su carácter novedoso e 

indeterminado, proveniente de las solicitudes de los interesados; 
asimismo, se ha relievado que su decreto le impone al juez del 

asunto un estudio riguroso sobre la necesidad, efectividad y 

proporcionalidad de la cautela deprecada, analizándose, por 
supuesto, su alcance en torno al derecho objeto del litigio6. 

 
La Corte Constitucional, al declarar inexequible el literal d) del 

artículo 30 de la Ley 1493 de 20117, en la sentencia C-835 de 2013, 
sobre las mismas, advirtió: 

 
“(…) [En el ordenamiento jurídico colombiano hay cabida para una 

serie de medidas cautelares atípicas o innominadas, novedosas, que 
además de no ser viables de oficio, solo pueden imponerse por el 

juez en ciertos procedimientos para proteger derechos litigiosos, 
prevenir daños o asegurar la efectividad de las pretensiones, dentro 

de parámetros que [,] para su imposición, son claramente 
delineados por el legislador. 

 

“Las medidas innominadas son aquellas que no están previstas en 
la ley, dada la variedad de circunstancias que se pueden presentar 

                                           
6 CSJ. STC de 11 de febrero de 2013, exp. 11001 22 03 000 2012 02009 01, STC16248-2016 de 10 de noviembre de 2016, exp. 68001-

22-13-000-2016-00415-02 y STC1302-2019 de 8 de febrero de 2019, exp. 11001-22-10-000-2018-00699-01 
7 “ARTÍCULO 30. MEDIDAS CAUTELARES. El Director de la Unidad Administrativa Especial –Dirección Nacional de Derechos de 
Autor del Ministerio del Interior podrá adoptar, en desarrollo de las funciones de inspección, vigilancia y control y mediante resolución 

motivada, las siguientes medidas cautelares inmediatas: (…) d) Cualquiera otra medida que encuentre razonable para garantizar el adecuado 

ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control (…)”. 
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y hacen difícil que sean contempladas todas por el legislador, que 
pueden ser dictadas por el juez acorde con su prudente arbitrio, 

para ‘prevenir que pudiera quedar ilusoria la ejecución del fallo o 
cuando hubiera fundado temor de que una de las partes pueda 

causar lesiones graves o de difícil reparación al derecho de la otra’ 
(…)”. 

 

“En efecto, en el Código General del Proceso (L. 1564 de 2012) las 
reglas para la solicitud, decreto, práctica, modificación, sustitución 

o revocatoria de las medidas cautelares en los procesos declarativos 
están contenidas en el artículo 590, según el cual pueden ser 

solicitadas por el demandante, desde la presentación de la 
demanda. 

 
“El literal c) del referido artículo 590 permite al juez, previa petición 

de parte, decretar cualquier otra medida cautelar que “encuentre 
razonable para la protección del derecho objeto de litigio, impedir 

su infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma, 
prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar 

la efectividad de la pretensión”. 
 

“Para tal efecto, el citado literal preceptúa que “el juez apreciará la 

legitimación o interés para actuar de las partes y la existencia de la 
amenaza o la vulneración del derecho”. Igualmente, “el juez tendrá 

en cuenta la apariencia de buen derecho, como también la 
necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida y, si lo 

estimare procedente, podrá decretar una menos gravosa o diferente 
de la solicitada. El juez establecerá su alcance, determinará su 

duración y podrá disponer de oficio o a petición de parte la 
modificación, sustitución o cese de la medida cautelar adoptada”. 

“Queda claro que incluso en los casos de medidas cautelares 
innominadas o atípicas, es imperativo que el legislador diseñe 

previamente los parámetros mediante los cuales la autoridad, 
judicial o administrativa, pueda acudir a ella, pues aunque no existe 

una exigencia constitucional para que en todas las actuaciones se 
contemple la posibilidad de decretar medidas cautelares, es 

necesario que su definición por parte del Congreso atienda los 

criterios de razonabilidad y proporcionalidad (C-039 de 2004, ya 
referida). 

 
“Así, aunque las medidas cautelares innominadas no significan 

arbitrariedad, sino una facultad circunstancialmente atribuida al 
juez técnicamente para obrar consultando la equidad y la 

razonabilidad, al servicio de la justicia, los parámetros para su 
imposición se encuentran previamente establecidos en la ley (…)”. 

 
2.2. Las cautelas continúan siendo, como en el anterior Estatuto 

Adjetivo Civil, la inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a 
registro, el embargo y/o el secuestro; empero, además, se 

establece la procedencia de las llamadas innominadas y las 
previstas para los “procesos de familia” (art. 598, C.G.P.), al lado 

de algunas otras, específicamente autorizadas a lo largo del 

ordenamiento. 
 

Esa clasificación demuestra la existencia de una regulación propia 
para cada tipo de medida e impide concluir que para el decreto de 

la inscripción de la demanda en asuntos como el aquí debatido, se 
deba exigir el mismo examen minucioso requerido para la 

prosperidad de una innominada, pues, de haber querido ello, el 
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legislador, por un lado, así lo habría indicado en la respectiva norma 
y, por el otro, nada habría precisado taxativamente en torno a la 

pertinencia y demás características de esa disposición preventiva 
en los procesos de responsabilidad civil donde se persiga el pago de 

perjuicios. 
 

2.3. Realizando una comparación entre el anterior Estatuto Adjetivo 

Civil y el actual, frente al tema de la inscripción de la demanda, 
observamos que ambas normas establecen tres únicos 

presupuestos para su decreto en procesos como el aquí estudiado: 
i) la existencia de una pretensión donde se persiga el resarcimiento 

de perjuicios ocasionados por la responsabilidad endilgada, sea 
contractual o extracontractual o cualquiera de las solicitudes 

determinadas en el art. 590 literales a8 y b9; ii) que el bien sujeto a 
registro sea de propiedad del demandado; y iii) el pago de una 

caución con la cual se asegure el menoscabo eventualmente 
causado por la práctica de la medida…. 

 
Como se observa, el legislador circunscribió los requisitos para la 

inscripción de la demanda, a los señalados en las disposiciones 
transcritas; de modo que no consideró necesario imponer el estudio 

de la “apariencia del buen derecho” ni los demás requisitos previstos 

en el inciso tercero del literal c) para su acogimiento en los temas o 
asuntos donde se admite su petición y decreto, como en los de 

responsabilidad civil. 
 

No se ha contemplado explícitamente en el pasado, ni se evidencia 
en el C. G. del P. para la inscripción de la demanda esa exigencia; 

sólo aparece en la estructura del literal c) para las cautelas 
innominadas, es decir, para aquéllas que carecen de nombre o de 

designación específica; como lo expresa la Real Academia Española 
–RAE- “(…) Innominado(a): Que no tiene nombre especial (…)”10. 

 
Esta calificación no aparece en el literal C. del art. 590 del C. G. del 

P., pero la Sala así las ha denominado al no estar tipificadas allí 
explícitamente, su denominación ni cuáles puedan ser esas 

medidas; epíteto que igualmente ha utilizado la Corte Constitucional 

en la sentencia C-835 de 2013. 
 

De modo que atendiendo la preceptiva del artículo 590 del Código 
General del Proceso, literal c), cuando autoriza “(…) cualquiera otra 

medida que el juez encuentre razonable para la protección del 
derecho objeto del litigio (…)” (subraya fuera de texto), implica 

entender que se está refiriendo a las atípicas, diferentes a las 
señaladas en los literales a) y b), las cuales sí están previstas 

legalmente para casos concretos; de consiguiente, los requisitos 
establecidos para el decreto de las innominadas no pueden ser 

extensivos para aquéllas existentes con categorización e 
identidades propias (inscripción de la demanda, embargo y 

                                           
8 “(…) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u 

otro derecho real principal, directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad 
de bienes”. “Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición de este el juez ordenará el secuestro de los bienes 

objeto del proceso (…)”. 
9 cuestro de los bienes objeto del proceso (…)”. 9 “(…) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de propiedad 
del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual”. 

“Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los bienes 

afectados con la inscripción de la demanda, y de los que se denuncien como de propiedad del demandado, en cantidad suficiente para el 
cumplimiento de aquella”. “El demandado podrá impedir la práctica de las medidas cautelares a que se refiere este literal o solicitar que se 

levanten, si presta caución por el valor de las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante 

o la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. También podrá solicitar que se sustituyan por otras cautelas que 
ofrezcan suficiente seguridad (…)”. 
10 Real Academia Española –RAE-. Diccionario de la lengua española, Edición del Tricentenario [En Línea]. Actualización 2018 [25 de 

octubre de 2019]. Disponible en la Web: https://dle.rae.es/?id=Lgshf22  
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secuestro); amén de la clara autonomía que dimana del numeral 1º 
del art. 590 del C. G. del P, en relación con cada uno de los literales: 

a), b) y c). 
 

Es el literal c), el que demanda por parte del juez en el marco de su 
discrecionalidad y prudencia para el decreto y práctica de las 

medidas innominadas, tener en cuenta “(…) la legitimación o interés 

para actuar (…) la existencia de la amenaza o la vulneración del 
derecho (…) la apariencia de buen derecho (…), la necesidad, 

efectividad y proporcionalidad (…)”. 
 

Esta Sala, exaltó las diferencias entre las cautelas expresamente 
consagradas y las que carecían de denominación, adoctrinando: 

“(…) [U]no de los elementos distintivos de las medidas cautelares 
es su carácter restringido con relación a las medidas nominadas, el 

cual no se ha perdido ante la entrada en vigencia del Código General 
del Proceso, pues en el Libro Cuarto, Título I, Capítulo I de dicha 

reglamentación, expresamente se prevén las cautelas pasibles de 
ser ordenadas dentro de los distintos trámites, precisándose su 

procedencia dependiendo del tipo de litigio (declarativo, ejecutivo, 
“de familia”) y de las especiales circunstancias como se halle”. 

 

“Las cautelas continúan siendo, como en la anterior normatividad 
procesal civil, la inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a 

registro, el embargo y/o el secuestro; empero, además, se 
establece la procedencia de las llamadas innominadas y las 

previstas para los “procesos de familia” (art. 598, C.G.P.)”. 
  

“Tal categorización revela la existencia de una reglamentación 
propia para cada tipo de medida e impide concluir que la inclusión 

de las innominadas entraña las específicas y singulares, 
históricamente reglamentadas con identidad jurídica propia, pues 

de haberse querido ello por el legislador, nada se habría precisado 
en torno a la pertinencia y características de las ya existentes 

(inscripción de la demanda, embargo y secuestro) y tampoco se 
habrían contemplado las particularidades de las nuevas medidas 

introducidas (…)”11. 

 
Aplicando ese criterio jurisprudencial al caso, tenemos que afirmar que 

los estudios de apariencia de buen derecho, proporcionalidad, necesidad 
y efectividad solo son exigibles para las medidas cautelares innominadas, 

las cuales no se han solicitado ni se han decretado dentro del proceso. No 
obstante, atendiendo el Decreto 2555 de 2010 (Decreto 1771 de 2012, 

art. 1), artículo 2.1.1.1.2, con relación a la inscripción de la demanda con 
la razón social LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, es 

pertinente señalar el margen de solvencia total mínima que deberá 
mantener toda entidad del sector financiero corresponde al 9%. Por lo 

tanto, se estima que con ese porcentaje, puede ampararse una eventual 
sentencia condenatoria en su contra, aunado al hecho que su 

comparecencia al proceso obedece a la póliza de responsabilidad civil 
extracontractual que el otrora demandado tomó con ella, lo cual, indicaría 

que de prosperar las pretensiones de la demanda, el amparo obligado 

para la aseguradora se deriva de los dineros percibidos del ejercicio 
financiero de esa actividad, resultando innecesaria la medida cautelar de 

inscripción de la demanda respecto de su establecimiento, razón por la 
cual se negará la cautela mencionada. 

 

                                           
11 CSJ. STC1813-2018 de 8 de noviembre de 2019, exp. 11001-02-03-000-2019-02955-00 
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De la misma manera, es improcedente el decreto de las medidas 
cautelares relacionadas con el embargo y secuestro de dineros existentes 

en cuentas bancarias de propiedad del demandado. 
 

De otro lado, con relación a la solicitud de amparo de pobreza efectuado 
por el señor CASILDO DONALDO ACOSTA MESTRA se tiene que según el 

artículo 151 del CGP: 

 
“Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle 

en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de 
lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a 

quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer 
un derecho litigioso a título oneroso”;  

 
Asimismo, el artículo 152 de la citada norma procesal, enseña que:    

 
“El amparo podrá solicitarse por el presunto demandante antes de 

la presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes 
durante el curso del proceso.   

 
El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en 

las condiciones previstas en el artículo precedente, y si se trata de 

demandante que actúe por medio de apoderado, deberá formular al 
mismo tiempo la demanda en escrito separado.   

 
Cuando se trate de demandado o persona citada o emplazada para 

que concurra al proceso, que actúe por medio de apoderado, y el 
término para contestar la demanda o comparecer no haya vencido, 

el solicitante deberá presentar, simultáneamente la contestación de 
aquella, el escrito de intervención y la solicitud de amparo; si fuere 

el caso de designarle apoderado, el término para contestar la 
demanda o para comparecer se suspenderá hasta cuando este 

acepte el encargo”.  
 

Y en los artículos 153 y 154 íb., se indica que puede ser presentado con 
la demanda o posterior a ello, así como los efectos que produce el 

reconocimiento de la aludida prerrogativa. Aspecto sobre el cual en 

reiterada jurisprudencia la H. Corte Suprema de Justicia ha indicado que 
ella exige que «i) la súplica provenga de la actora, ii) que lo sostenga bajo 

gravedad de juramento y iii) que sea presentada antes de interponer la 
demanda o durante el curso del proceso» (VID. AC2139-2020, AC 1152-

2021).    
 

En el caso sub-lite, la solicitud proviene del demandante, bajo la gravedad 
de juramento y en escrito acompañado con la demanda, razón por la cual 

se concederá el beneficio impetrado. 
   

Conforme con lo anterior, se admitirá la demanda. Y se   
   

RESUELVE: 
 

PRIMERO: ADMITIR la presente demanda verbal de RESPONSABILIDAD 

CIVIL EXTRACONTRACTUAL de CASILDO DONALDO ACOSTA MESTRA con 
C.C. N° 11.150.358, a través de apoderado judicial, contra LA PREVISORA 

S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS con NIT N° 860.002400-2, OSCAR 
RODRIGO ARGEL PATERNINA con C.C. N° 1.003.187.303, y JOSE LUIS 

SAKR GALEANO con C.C. N° 1.065.000.881. 
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SEGUNDO: CÓRRASE traslado del libelo demandatorio a la parte 
demandada por el término de veinte (20) días, conforme lo dispuesto en 

el artículo 369 del C.G.P., a quien además se le notificará de la demanda 
acorde a los artículos 291 y s.s. del C.G.P., o en su defecto conforme con 

lo establecido en la Ley 2213 de 2022. 
   

TERCERO: CONCEDER amparo de pobreza al demandante CASILDO 

DONALDO ACOSTA MESTRA. 
   

CUARTO: DECRETAR la medida cautelar de inscripción de la demanda 
en la matrícula del vehículo de placas QEI-190 en la Oficina de Tránsito 

de la ciudad de Montería de propiedad del demandado OSCAR RODRIGO 
ARGEL PATERNINA, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 

1.003.187.303. Por SECRETARÍA, líbrese los oficios pertinentes con las 
advertencias de ley.  

 
QUINTO: NEGAR las demás medidas cautelares por improcedentes. 

   
SEXTO: RECONOCER Y TENER al abogado EDGAR GORGONA DE LA 

BARRERA identificado con C.C. 15.028.879 y T.P. 331.615 del C.S. de la 
J., como apoderado judicial del demandante, en los términos del poder 

que le fue conferido.   

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MAGDA LUZ BENÍTEZ HERAZO  

JUEZA 
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